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MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY  
DIRECCIÓN GENERAL PARA ASUNTOS POLÍTICOS
  DIRECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y DERECHO HUMANITARIO
Informe de medio camino del Examen Periódico Universal

República Oriental del Uruguay

INTRODUCCIÓN
El presente informe voluntario, fue coordinado por la Dirección de Derechos Humanos y Derecho Humanitario del Ministerio de Relaciones Exteriores (MRREE), en el marco del Mecanismo Nacional de Elaboración de Informes y Seguimiento de Recomendaciones con el que cuenta Uruguay, ámbito de información, intercambio y monitoreo de recomendaciones entre diversos actores estatales, sociales e internacionales.
Hace referencia al estado de las recomendaciones realizadas por el Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal (EPU) a Uruguay, durante la quinta sesión del 32° período, el 25 de enero de 2019.

De los intercambios mantenidos con representantes de 32 instituciones y sociedad civil, a través ésta última del Sistema de Diálogo y Consulta Nacional, surge la información de actualización y seguimiento de las recomendaciones recibidas.
1. Recomendaciones 118.1 a 118.7
Uruguay reitera el compromiso asumido durante el pasado ciclo del EPU sobre continuar examinando las condiciones de aplicabilidad del referido Convenio a nivel nacional.
Si bien Uruguay no cuenta con la existencia de “pueblos indígenas”
, sino con “población de origen”, encontrándose la misma dispersa por todo el territorio nacional, las nuevas autoridades de gobierno electas de acuerdo a los procedimientos constitucionalmente previstos (octubre/noviembre 2019), retomaron a través de los organismos competentes la consideración de la firma del Convenio N°169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre pueblos indígenas y tribales.
Es preciso destacar que, al tratarse de una Convención de la OIT, quien cuenta con la potestad de decisión en el ámbito del Poder Ejecutivo, será el Presidente de la República, actuando en Consejo de Ministros o en acuerdo con uno o más Ministros, dentro de los cuáles deberá estar el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS), en el cual funciona el Consejo Tripartito de Consulta de la Conferencia Internacional del Trabajo (CIT)
.

Adicionalmente, y si bien no existe un mecanismo legal de participación y consulta indígena, en algunos ámbitos gubernamentales se está llevando a cabo la participación y consulta de las organizaciones indígenas respecto a temas que les afectan.
Por último, cabe destacar que, no obstante, las organizaciones que nuclean a personas que se auto identifican con origen indígena son consultadas en distintas instancias, al tiempo que son parte de programas que se implementan a nivel de gobiernos departamentales, ministerial con apoyo del Banco Interamericano para el Desarrollo (BID) y del Banco Mundial respecto a temáticas tales como biodiversidad y desarrollo productivo rural.

2. Recomendaciones 118.8 a 118.9
Estas recomendaciones se encuentran en permanente proceso de implementación en los diferentes procesos de construcción, ejecución y evaluación de las políticas.

Esto se debe a que la elaboración de políticas públicas sobre derechos humanos, siempre considera la participación de la sociedad civil, ya que se concibe a las personas como sujetos de derechos y no como beneficiarias de asistencia.

En este sentido, se destaca que Uruguay cuenta con nuevas leyes sancionadas, en las que se da cumplimiento a varios compromisos contraídos en diversos instrumentos internacionales y regionales de derechos humanos suscritos y ratificados.

Asimismo, existen varios Consejos Nacionales que coordinan y elaboran Planes nacionales respecto de temas centrales y que deben desarrollarse como política pública.

3. Recomendación 118.10
La Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo (INDDHH) obtuvo su acreditación de estatus A en 2016, demostrando así cumplir a cabalidad con los “Principios de París”.

Al comenzar sus trabajos, contaba únicamente con 10 funcionarios en comisión, pertenecientes a otros organismos del Estado. Actualmente cuenta con 45 funcionarios propios y 9 pases en comisión. 
El presupuesto de la INDDHH solicitado al Poder Legislativo, a efectos de asegurar un correcto funcionamiento de la Institución, fue aprobado en la sesión de la Cámara de Senadores del 10 de febrero de 2021
.

4. Recomendación 118.11
A partir del 2021, el Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES) pasará a ser una Unidad Ejecutora dentro del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES), por la Ley de Presupuesto Nacional 2021 – 2025
. 
Si bien este cambio puede significar un avance a nivel presupuestario por contar con créditos y partidas propias, no implica cambios sustantivos en la autonomía y jerarquización del organismo rector de las políticas de género, el que sigue dependiendo del MIDES. 

5. Recomendaciones 118.12, 118.96 a 118.97
Estas recomendaciones se encuentran en implementación.

Cabe destacar que desde el 2016, Uruguay cuenta con el Mecanismo Nacional de Elaboración de Informes y Seguimiento de Recomendaciones, coordinado por el MRREE e integrado por 32 instituciones nacionales y municipales y cuenta con la INDDHH como observadora permanente. El Mecanismo tiene su canal de diálogo y consulta con la sociedad civil organizada a quien convoca periódicamente previo a la remisión de los Informes Nacionales.

Actualmente, la Cancillería en su calidad de coordinadora del Mecanismo Nacional, se encuentra en proceso de migración al software “SIMORE Plus” que proporciona una herramienta con enfoque en aplicación de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030 para cada recomendación.

Asimismo, el Mecanismo Nacional se encuentra en proceso de habilitación del ingreso de nuevas instituciones nacionales y municipales.

6. Recomendaciones 118.13 a 118.22, 118.198 a 118.210
Estas recomendaciones se encuentran en implementación.

Se destaca que desde el año 1942 por ley Nº 10.279
, se castiga a quien promueve, constituye, organiza, dirige o participe de asociaciones, entes, institutos o secciones tendientes a provocar o imponer la lucha o el odio de razas.

En el Código Penal (CP) vigente, en el artículo 149 TER
 se castiga la incitación al odio, desprecio o violencia hacia una o más personas en razón del color de su piel, su raza, religión, origen nacional o étnico, orientación sexual o identidad sexual. El artículo 149
 castiga la comisión de actos de odio, desprecio o violencia hacia el mismo grupo de personas. 

En el artículo 312 numeral 7 CP
, se describe como circunstancia agravante muy especial de los delitos de homicidio y lesiones - artículos 310, 320 del mismo cuerpo legal - la comisión como acto de discriminación por la orientación sexual, identidad de género, raza u origen étnico, religión o discapacidad. En el numeral 8 del mismo artículo, la comisión del delito contra una mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio, por su condición de tal.

Estas normas han sido de aplicación en la jurisprudencia uruguaya.

Uruguay ha incorporado y desarrollado sostenidamente en estos últimos años la dimensión étnico – racial como eje transversal para analizar el acceso a los derechos humanos. Esto ha propiciado en primera instancia la producción de información estadística oficial sobre la auto identificación étnico – racial, la creación de nueva institucionalidad para la igualdad de oportunidades para las personas afrodescendientes, el reconocimiento de su aporte histórico y cultural, y la creciente transversalización de la temática en las políticas públicas.

El Estado ha avanzado también en los mecanismos institucionales en materia de lucha contra la discriminación, destacándose especialmente el trabajo realizado durante el último bienio por la Comisión Honoraria de lucha contra el Racismo, la Xenofobia y toda forma de Discriminación (CHRXD).

Asimismo, la ley Nº 19.122
 establece normas para favorecer la participación de la población afrodescendiente en las áreas educativa y laboral, reconociendo a esta población como históricamente víctima del racismo, la discriminación y estigmatización. 

En cuanto a medidas para favorecer la inserción y continuidad de los niños, niñas y adolescentes (NNA) afrodescendientes y de otros grupos vulnerables en el sistema educativo, la ya mencionada ley Nº 19.122 establece que los sistemas de becas y apoyos estudiantiles deberán destinar un cupo para personas afrodescendientes, tanto a nivel nacional como departamental. La Unidad Temática para los Derechos de los Afrodescendientes de la Intendencia Departamental de Montevideo, con el apoyo del Ministerio de Educación y Cultura (MEC), otorga 180 becas de apoyo económico a estudiantes afrodescendientes de nivel secundario con el fin de apoyar la continuidad en el sistema formal educativo de jóvenes afrodescendientes en situación de vulnerabilidad y deserción. Asimismo, se destina el 30% de los fondos de la Beca Carlos Quijano para personas afrodescendientes, según el artículo 32 de la ley Nº 18.046
. 
En el marco de este proceso de modificaciones en la matriz legal de nuestro país, se creó el Departamento de Afrodescendencia en la División de Derechos Humanos de la Dirección Nacional de Promoción Sociocultural del MIDES, y por ley Nº 19.670
 se creó el Consejo Nacional de Equidad Racial.

Fue en coordinación con este Consejo que se generó el proceso de elaboración y discusión en todo el territorio nacional que diseñó el Plan Nacional de Equidad Racial
. Este Plan tiene los siguientes objetivos:

• Identificar, ordenar y orientar las políticas públicas que tienen como finalidad promover la inclusión económica, social y política de las personas afrodescendientes a nivel nacional, asignándole recursos y prioridad en la gestión de los organismos e instituciones correspondientes.

• Promover la participación social de las personas afrodescendientes en su territorio, en diálogo con los y las representantes de los organismos gubernamentales en general y el Consejo Nacional de Equidad Racial en particular, generando una articulación interinstitucional que tiene como finalidad diseñar, implementar, evaluar y monitorear la política pública con perspectiva étnico – racial.

• Incorporar la Perspectiva étnico – racial en las políticas, programas y proyectos con el objetivo de erradicar la brecha de desigualdad racial que se mantiene, estableciendo metas e indicadores de gestión y proceso que permitan medir en el tiempo su efectiva aplicabilidad.

7. Recomendaciones 118.23 a 118.26
Estas recomendaciones se encuentran en implementación.

Con respecto a las Personas Mayores, se destaca la implementación de los artículos 5 y 9 de la ley Nº 19.430
, que aprueba la Convención Interamericana Sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ayudando al cumplimiento del compromiso asumido sobre fortalecer el Instituto Nacional de las Personas Mayores (INMAYORES) como institución de políticas de envejecimiento y vejez.
Por otra parte, el artículo 510 de la ley Nº 19.924 sobre el Presupuesto Nacional, crea dentro del MIDES la División de Promoción de Políticas Públicas para Afrodescendientes, recibiendo una partida dispuesta por el artículo 233 de la ley N° 19.535
, y el artículo 317 de la ley N° 19.670, la suma de $ 10.000.000 (diez millones de pesos uruguayos) anuales, para solventar las acciones afirmativas, a fin de contribuir a promover las políticas tendientes a mejorar la calidad de vida de las personas afrodescendientes.

Adicionalmente, en el marco del MTSS se realizaron capacitaciones en diversidad sexual y políticas públicas para todo el funcionariado de la Dirección Nacional de Empleo (DINAE) y de los Centros Técnicos de Empleo de todo el país.  Cabe resaltar que los existentes en el  Departamento de Canelones se han convertido en “Centros Amigables a las personas Trans’’. En relación a esta población, se destaca que la DINAE y el MIDES han trabajado en un plan para su reinserción educativa y laboral, que actualmente se encuentra en etapa de revisión.

Con la intención de abordar los estereotipos de género en el mercado laboral, se conformó la Mesa Interinstitucional de Mujeres en Ciencia, Tecnología e Innovación, donde actualmente participan más de 14 instituciones. Esta Mesa ha identificado instrumentos de políticas en ciencia, tecnología e innovación en Uruguay que aportan a mejorar la comprensión de las barreras de género y formas de superación, hacer visibles los desafíos y oportunidades para el desarrollo y expansión de la actividad productiva de las mujeres en el marco de la economía digital, la articulación entre el empoderamiento económico de las mujeres y el desarrollo económico local y los avances, desafíos y brechas de la participación de las mujeres en sectores productivos intensivos en ciencia y tecnología.
En el marco de los derechos NNA, y de la política institucional de garantizar los mismos, el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) apoya y promueve estrategias dirigidas a los mismos y sus familias, que se encuentren en situación de alta vulnerabilidad. 

Cuenta con estrategias de intervención especializadas (temporal e integral) que transversalizan el sistema de protección como ser la atención de NNA en situación de calle, consumo problemático de sustancia, problemas entorno a la salud mental, víctimas de violencias.

En las situaciones de violencia basada en género y generaciones, en el ámbito doméstico los NNA se convierten en víctimas directas e indirectas sufriendo las consecuencias de una dinámica de funcionamiento sin poder de decisión. El INAU está habilitado y obligado a actuar ante estas situaciones de crisis y desprotección, preservando la relación de estos con su madre o referente femenino.

El INAU cuenta con centros de atención temporal en modalidad de 24 horas, que brindan protección, atención integral y especializada desde la perspectiva de género y derechos humanos a madres o referentes femeninos mayores de 18 años y NNA, en situación de riesgo.

8. Recomendaciones 118.27 a 118.28
Estas recomendaciones se encuentran en implementación.

Es preciso destacar la aprobación de la ley N° 19.670 que crea el Consejo Nacional de Diversidad Sexual, órgano que realiza el seguimiento y monitoreo del Plan Nacional de Diversidad Sexual
, así como la implementación de la normativa que promueve la protección de la población LGBTI.
Con ello, Uruguay cumplió con los compromisos voluntarios asumidos de avanzar en acciones afirmativas para la población travesti, transgénero y transexual, así como de reunir datos e indicadores sobre actos de violencia perpetrados contra mujeres transexuales. 
Adicionalmente, en octubre de 2018 se promulga la Ley Integral para Personas Trans
, la cual declara en su artículo 2 "de interés general el diseño, promoción e implementación de políticas públicas y de acciones afirmativas en los ámbitos público y privado, dirigidas a las personas trans que residen en el territorio de la República reconociéndose que han sido históricamente víctimas de discriminación y estigmatización por su condición de tales".


Esta ley tiene por objeto asegurar el derecho de las personas trans residentes de la República a una vida libre de discriminación y estigmatización, para lo cual, en su artículo 3, establece mecanismos, medidas y políticas integrales de prevención, atención, protección, promoción y reparación.

La ley también prohíbe toda forma de discriminación de las personas trans en cultura, salud y vivienda y dispone que se considerará  “de interés general el diseño, fomento, promoción e implementación de planes, programas y políticas culturales, así como la incorporación de la perspectiva de la identidad de género e identidades trans, en los diferentes sistemas existentes, becas, asignación de fondos y acceso a bienes culturales, de carácter público o privado”.

Por otra parte, en diciembre de 2020 desde la Presidencia de la República se modificó el decreto Nº 81/999 de 23 de marzo de 1999 "Reglamento de Medicina Transfusional", que mediante su artículo B.1.2.7.3,  disponía la inhabilitación permanente de donantes "hombres que hayan tenido relaciones sexuales con otro hombre"
.

9. Recomendaciones 118.29 a 118.30
Estas recomendaciones se encuentran en implementación.

El Ministerio de Ambiente (MA) fue creado por el artículo 291 de la ley N° 19.889, de 9 de julio de 2020
, como Secretaría de Estado con competencias exclusivamente en materias ambientales.
Uruguay cuenta con organismos ambientales desde la creación de Instituto Nacional para la Preservación del Medio Ambiente (INPMA) por ley Nº 14.053
, aunque el primer Ministerio encargado de la temática fue el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOTMA)
, creado por ley Nº 16.112
, de 30 de mayo de 1990.
Las competencias ambientales asignadas por ley al MVOTMA, fueron transferidas al Ministerio de Ambiente por la ley que lo creó.
Por otra parte, cabe resaltar que la ley Nº 19.773
, de 19 de julio de 2019, aprueba el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, denominado Acuerdo de Escazú, adoptado el 4 de marzo de 2018, en Escazú, República de Costa Rica y firmado el 27 de setiembre siguiente en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, al margen del Septuagésimo Tercer período de sesiones de la Asamblea General de las Naciones Unidas.
Al respecto se destaca que el pasado 22 de abril de 2021, coincidiendo con el día de la Madre Tierra, entró en vigor el Acuerdo de Escazú pues se han cumplido las condiciones requeridas por el artículo 22. 

10. Recomendaciones 118.31 a 118.46, 118.57
Uruguay aceptó las recomendaciones referidas al sistema penitenciario, dado que las mismas están en línea con sus políticas en curso. Se da prioridad a la ampliación de la cobertura sanitaria pública en las cárceles, la atención en salud mental, el tratamiento de las adicciones, la presencia de programas educativos, formales y no formales adaptados a la población penitenciaria, el desarrollo de programas de capacitación laboral y acciones de reinserción para los liberados, todo ello en el marco de programas de rehabilitación basados en las Reglas Mandela.
Si bien el Gobierno uruguayo ha expresado en la actual y en la pasada Administración
, su compromiso a llevar adelante programas de rehabilitación desde una perspectiva de derechos humanos, la situación carcelaria en Uruguay, tanto por el hacinamiento existente en varias Unidades, como por la escases de programas de tratamiento, continúa siendo una materia que requiere particular atención en la política pública.
Adicionalmente, y si bien la  asunción por parte de la Administración de Servicios de Salud del Estado (ASSE)  de toda la cobertura sanitaria no fue incluida en el presupuesto quinquenal aprobado en 2020, el Comisionado Parlamentario ha recomendado que se aprovechen las futuras instancias presupuestales para incluirla y se ha promovido un diálogo con contrapartes de la Administración y Comisiones Parlamentarias con ese mismo objetivo. A efectos de aportar en la aprobación de un presupuesto nacional que favorezca las condiciones del sistema penitenciario que revierta los contextos de trato cruel, inhumano o degradante, así como insuficientes posibilidades de rehabilitación, se presentó un Informe Especial
 ante la Comisión de Presupuesto del Senado y ante idéntica Comisión en Diputados.
De acuerdo a la evaluación realizada por la oficina del Comisionado Parlamentario, en el año 2019 el sistema penitenciario presentaba buenas posibilidades de integración social y rehabilitación para el 27% de sus internos, insuficientes posibilidades de integración social y rehabilitación para el 47% de los internos, y condiciones de trato cruel, inhumano o degradante para el 26% de los mismos. De acuerdo a esto, el 73% de la población penitenciaria está alojada en lugares que no ofrecen las posibilidades de rehabilitación necesarias para facilitar su reinserción social. 
Cabe resaltar que la valoración de 2019 marca una mejora de las condiciones con respecto a años anteriores (26% con oportunidades de integración social, 39% con insuficientes oportunidades y 35% con condiciones de trato cruel, inhumano o degradante en Informe 2018). Aunque persisten importantes condiciones insatisfactorias, la mejora seguramente es resultado de los programas y acciones llevados adelante con denodados esfuerzos
. 
Como mecanismo de prevención e investigación de los casos de tortura y malos tratos  se destaca la presentación de denuncias ante Fiscalía General de la Nación (FGN) por parte del Comisionado Parlamentario. Resultaron en cinco denuncias en el año 2019 y cinco en el año 2020. Asimismo, se encuentra en proceso el registro de denuncias recibidas y realizadas por dicha oficina, ya que no todas las situaciones se presentan ante FGN, sea por la voluntad expresa de la presunta víctima o por falta de pruebas o elementos contundentes para poder presentar la denuncia.  En el año 2018 se presentaron cuatro denuncias, siendo una de ellas de especial relevancia por tratarse de un incidente entre un grupo de internos y funcionarios del cual resultan varios heridos y uno de los internos fallece
.  
También se destaca la aprobación del Capítulo VI “Normas sobre Gestión de la Privación de Libertad” de la Ley de Urgente Consideración (LUC) N° 19.889, que en su artículo 81 y subsiguientes, encomienda al Instituto Nacional de Rehabilitación (INR) la Estrategia Nacional de Reforma del Sistema Penitenciario y crea el Consejo de Política Criminal y Penitenciaria. Esta ley modificó el decreto ley N° 14.470
.
Un aspecto a destacar, es que, en el actual contexto de pandemia, Uruguay incluyó a la población carcelaria entre las poblaciones priorizadas en el esquema de vacunación contra el COVID-19.
Uruguay entiende que el trabajo para alcanzar los objetivos de cumplir con los estándares internacionales más altos en cuanto a condiciones de detención y dar cumplimiento efectivo a las recomendaciones recibidas, es permanente y se encuentran en implementación. 
11. Recomendaciones 118.47 a 118.51, 118.66 a 118.69
Uruguay se encuentra desde 2015 en un proceso de mejora continua de las condiciones de privación de libertad de adolescentes en el marco de adhesión a la normativa de protección de los derechos humanos.
Con relación al hacinamiento en el sistema de privación de libertad de adolescentes, es importante destacar que Uruguay superó el hacinamiento en el año 2016.
El Código de la Niñez y la Adolescencia (CNA)
, incorpora los artículos 37b y 40.4 de la Convención de los Derechos del Niño, en el entendido de que la privación de libertad de adolescentes sólo se utilizará como último recurso y por el período más breve posible.
Adicionalmente, en 2018, se ha puesto en funcionamiento un nuevo modelo de medidas no privativas de libertad, desarrollando cada una de las medidas dispuestas en el CNA.
Se han actualizado los protocolos de actuación. La intolerancia ante cualquier forma de maltrato físico – emocional es un principio de la gestión y de la nueva institucionalidad.

También se dispone de mecanismos de denuncia independiente para los adolescentes sujetos a medidas privativas y no privativas de libertad.
Se afirma asimismo, que se ha garantizado la educación en el sistema con acceso a primaria, secundaria y universidad del trabajo alcanzando el 100% de asistencia de los adolescentes privados de libertad.
12. Recomendaciones 118.52 a 118.56
Uruguay continúa consolidando el Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura que funciona en la órbita de la INDDHH. Asimismo, continúa fortaleciendo institucionalmente el trabajo de la Oficina del Comisionado Parlamentario, organismo parlamentario independiente de monitoreo del sistema carcelario.
Debido a la situación de pandemia internacional, la instancia oral ante el Comité Contra la Tortura (CAT), se postergó para abril – mayo del año 2022.

Sobre la recomendación de tipificar la tortura como delito autónomo para marzo de 2020, Uruguay deja constancia que la misma supone consensos políticos, académicos y de operadores de justicia que no son posibles de alcanzar en los plazos a que la misma refiere.

No obstante, es importante destacar que si bien Uruguay no ha tipificado la tortura como delito autónomo en el CP de conformidad con la definición contenida en la Convención de Naciones Unidas contra la Tortura, con la aprobación de la ley 18.026
 de Cooperación con la Corte Penal Internacional en materia de lucha contra el Genocidio, los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad, el delito de tortura fue incorporado al ordenamiento jurídico nacional.
13. Recomendaciones 118.58 a 118.65
En implementación.
A continuación, se señalan los avances que se han registrado a la fecha en la materia, sin perjuicio de que cabe señalar, que resta avanzar a fin de esclarecer los crímenes de lesa humanidad cometidos en el país en los períodos de dictadura militar, especialmente los de desaparición forzada de personas nacionales y extranjeras dentro y fuera del país. 

En materia reparatoria corresponde mencionar que las Comisiones Especiales establecidas por las leyes N° 18.033
 y N° 18.596
 han funcionado, sin perjuicio de las debilidades que han sido señaladas en informes de la INDDHH, en cuanto a que no garantizan una reparación integral in totum a las víctimas y en cuanto a los diferentes presupuestos de amparo establecidos en las normas citadas, las que ameritarían ser compatibilizadas.

Adicionalmente, la ley Nº 19.859
, de 23 de diciembre de 2019, declaró, por vía interpretativa, comprendidas a las personas beneficiarias del artículo 10 de la ley N° 18.596 y la ley N° 18.033, y a los hijos y nietos de todas ellas, sean biológicos o adoptivos, en el derecho a recibir atención integral de salud gratuita y vitalicia en el marco del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS).
Se ha aprobado la ley N° 19.641
, sobre Sitios de Memoria Histórica del Pasado Reciente, la cual permitirá optimizar la reparación simbólica en múltiples espacios, muchos ya implementados en el transcurso del tiempo por instituciones públicas y la sociedad civil, incluida la nueva sede de la INDDHH donde funcionó un emblemático lugar de tortura y represión ilegal en zona céntrica de Montevideo.
Uruguay ha expresado en los distintos foros internacionales donde participa su adhesión a la plena vigencia de los derechos humanos. Cabe en este sentido resaltar que, a nivel regional, se cuenta con una activa participación en la Reunión de Altas Autoridades de Derechos Humanos del MERCOSUR (RAADH), especialmente en la Comisión Permanente de Memoria, Verdad y Justicia.

En materia de investigación y búsqueda de restos de personas desaparecidas, en cuanto a las excavaciones, se hicieron avances logísticos importantes. A partir de información brindada por parte de autoridades del Ejercito Nacional, se excavó de manera administrativa en la llamada Chacra de Pajas Blancas, en la que no se encontraron restos de personas detenidas desaparecidas. 
A su vez, se finalizaron los trabajos en el Grupo Antiaéreo de la Montañesa en el Departamento de Canelones, producto de la oportuna denuncia penal de una probable localización de restos de personas detenidas desaparecidas en dicho establecimiento militar. También en el referido departamento, se culminó en el año 2018, la excavación en terrenos en la zona de Neptunia Norte, ordenada por la Fiscalía Especializada en Delitos de Lesa Humanidad. 
Por su parte, se continuó durante el período con las tareas en el ex Batallón 13 y el Servicio de Material y Armamento del Ejército. Se iniciaron los trabajos de excavación en el Batallón 14 en la localidad de Toledo, bajo la actuación de la Fiscalía Nacional de Crímenes de Lesa Humanidad. 
A fin de que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado
 no vuelva a representar un obstáculo en la continuidad de la búsqueda de la verdad, justicia y reparación de las víctimas y sus familias, la Suprema Corte de Justicia (SCJ) la ha declarado inconstitucional. La jurisprudencia de los últimos años, desestima las excepciones de inconstitucionalidad que se promueven contra los artículos 2 y 3 de la ley N° 18.831
 que restableció la pretensión punitiva para los crímenes amparados por la ley Nº 15.848, y se rechazan las defensas de prescripción de los indagados por los eventuales delitos cometidos durante la dictadura. 
La aprobación de la ley N° 19.550
 que crea una Fiscalía Especializada en la materia y su instalación en febrero del 2018, más la puesta en marcha de un nuevo Código del Proceso Penal (CPP), generan nuevos desafíos al efecto de concretar el cometido de investigar y esclarecer los crímenes de lesa humanidad, así como incorporar el derecho sustantivo en la materia.  
Adicionalmente, el artículo 165 del Presupuesto Nacional de Sueldos, Gastos e Inversiones del Ejercicio 2015 – 2019, ley N° 19.355
, creó un Equipo Especializado en Graves Violaciones a los Derechos Humanos en la órbita del Ministerio del Interior (MINTERIOR). Su antecedente fue un Equipo Especial auxiliar de la justicia,  creado por éste Ministerio en 2013.
Uruguay cumplió con su compromiso de brindar capacitación en derechos humanos dirigida a agentes de Ministerios Públicos y jueces del Poder Judicial. Sin embargo, y sin perjuicio de que pueden señalarse distintas instancias de formación, todavía se pretende ahondar en la formación. La Secretaría de Derechos Humanos del Pasado Reciente de la Presidencia de la República (SDHPR) trabaja en la creación de un módulo de capacitación permanente de alto nivel dirigido a jueces y magistrados, que refleje el sentido último de los estándares internacionales en formación en la temática.  
Por otro lado, se destaca la formación especializada en la materia dirigida a Magistrados, Defensores Públicos y Fiscales, que imparte el Centro de Estudios Judiciales del Poder Judicial (CEJU). Todo esto sin dejar de señalar la amplia oferta académica en la materia existente en la Universidad de la República (UdelaR) y en las distintas Universidades Privadas, además de los cursos previstos en los planes de formación profesional de Oficiales del MINTERIOR, del Ministerio de Defensa Nacional (MDN) y en los distintos ámbitos y niveles de formación docente y de los funcionarios públicos en general.
En cuanto a la garantía del acceso a información acerca de las graves violaciones de derechos humanos ocurridas durante la dictadura, se destaca que la búsqueda de la información ordenada por el Poder Judicial y la Fiscalía Especializada en Delitos de Lesa Humanidad, se tramita en cumplimiento del carácter de auxilio de los órganos de la justicia. Asimismo, se responde a los pedidos de habeas data con plazos perentorios para brindar la información o documentación solicitada, así como también a periodistas e investigadores. 
Otros avances han sido la digitalización de los acervos documentales del Servicio de Inteligencia Policial en la órbita de la Dirección Nacional de Inteligencia del MINTERIOR. Además, se ha recuperado material de inteligencia que se encontraba en la Escuela de Inteligencia del Ejército, que obra en el Archivo de la SDHPR. Por otra parte, se ha instrumentado el ingreso al archivo de la Inteligencia de la Armada Nacional. Esta experiencia se intenta replicar de acuerdo a las disponibilidades de personal y logística en los acervos documentales de la Prefectura Naval, Ejército y de la Aviación. 
Uruguay también cumplió con el objetivo voluntario asumido en materia de procedimientos específicos para revisar y, si procede, anular adopciones, colocaciones o guardas cuyo origen sea una desaparición forzada, de acuerdo al interés superior del niño, y si tiene capacidad de discernimiento, reconocerle el derecho a ser oído,  adhiriendo a los instrumentos internacionales que regulan la materia.
Los procedimientos regulados en nuestro derecho interno responden a las normas contenidas en el CNA, las normas aplicables del Código Civil, las normas procesales del Código General del Proceso y las recientes modificaciones introducidas en la LUC.
El Estado uruguayo reconoce el derecho de toda persona a conocer sus datos de origen y puede solicitarlos al INAU. En ese sentido, a partir de los 15 años de edad podrá solicitar al Departamento de Adopciones el acceso a su expediente
.
Finalmente corresponde mencionar que Argentina y Uruguay suscribieron un Protocolo Técnico complementario para el intercambio de documentación para el esclarecimiento de graves violaciones a los derechos humanos, que también se aplica en esta temática.
14.  Recomendaciones 118.70 a 118.82
En el año 2011, la Relatora de Naciones Unidas sobre Trata de Personas recomendó a Uruguay la creación de un “organismo central” que se ocupe de la trata de personas y que mejore la coordinación. Acompañó la recomendación con una sugerencia de la formulación de un plan nacional de acción integral, que “permita la cooperación entre las autoridades estatales, y entre estas y las organizaciones de la sociedad civil y proponga indicadores mensurables e instrumentos de control y evaluación”.

En cumplimiento, se inició un proceso que se llevó adelante desde julio de 2015 hasta agosto de 2016, por parte de la Mesa Interinstitucional para la Prevención y Combate a la Trata de Personas
, a partir de un convenio entre la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y el MRREE, con el fin de contar con el apoyo de una consultoría en la formulación del documento de Insumos para un Anteproyecto de Ley Integral. 

Con esta acción, Uruguay no solo cumple con uno de los pilares de su política exterior en lo relativo a la promoción y protección de los derechos humanos, sino que la voluntad de lograr una solución integral, se vio reflejada en la tipificación del delito en la ley Nº 18.250
 sobre migración, en la adopción del Plan de Acción 2018 – 2020 para la optimización de la respuesta interinstitucional
, y en la aprobación, el 11 de julio de 2018, del Proyecto de Ley Integral de Prevención y Combate a la Trata y la Explotación de Personas
. 

Es mediante la aprobación de la ley Nº 19.643
, que se instauró en el año 2019 el Consejo Nacional de Prevención y Combate a la Trata y Explotación de Personas (CNTE), con el mandato de actuar como ente rector y articulador de las políticas sobre Trata de Personas. Tiene como cometido diseñar y aprobar la Política Pública y el Plan Nacional, monitorear su cumplimiento, articular y coordinar las acciones con los otros organismos y sociedad civil, realizar recomendaciones y emitir opiniones, entre otros.

Con ello, Uruguay cumple con el compromiso asumido de aprobar la ley y el plan integral nacional de combate a la trata de personas.

En el marco de esta ley y a través de la Cancillería, Uruguay cumple un rol fundamental de protección, asistencia y resguardo a las presuntas víctimas uruguayas, a través de Misiones y Oficinas Consulares, mediante la articulación con autoridades locales, guiar a la persona en los procedimientos a seguir, documentarla, informarla sobre sus derechos y asistirla en su retorno a la República. 

El CNTE se encuentra actualmente trabajando en la Construcción de un Protocolo Nacional Interinstitucional de Trata de Personas en Uruguay, que contempla indicadores para la identificación de los distintos tipos de trata (laboral, sexual, en NNA).

En lo que respecta a mecanismos de cooperación con otros países, se está  trabajando en proyectos de acuerdos con Bolivia, República Dominicana y Perú.
Complementariamente, Uruguay participa desde 2019, de las Reuniones Técnicas Regionales de Mesas Nacionales contra la Trata de Personas, en el marco del Proceso de Quito. El objetivo es continuar realizando estas instancias a efectos de intercambiar buenas prácticas y experiencias para el desarrollo e implementación de un mecanismo de coordinación regional, con apoyo técnico y financiero de la OIM, para la prevención, protección y asistencia y judicialización del delito de trata de personas.

15. Recomendaciones 118.83
Recomendación implementada.

Uruguay coincide plenamente en la importancia que tiene la familia, cualquiera sea su composición, en la búsqueda de alcanzar el bienestar para todos sus miembros. No obstante, es importante dejar claro que, conforme el Derecho Internacional, son los seres humanos, los miembros de las familias, los titulares de derechos. La familia en su conjunto, como grupo, no es sujeto de derechos. Concebir a la familia desde una perspectiva multidimensional, hace que el Estado brinde apoyo a todas las familias, cualquiera sea su composición, incluso las familias formadas por personas del mismo sexo, y lo obliga a formular políticas públicas de conformidad con los arreglos familiares existentes.

16. Recomendaciones 118.84 a 118.86,  118.211 a 118.218 
En implementación.

Con respecto al empleo de jóvenes en situación de discapacidad, se promulgó en el año 2013 la ley N° 19.133
 referida a las Normas sobre el fomento del empleo juvenil, la cual establece subsidios para la empresa privada que contrate personas de entre 15 y 29 años de edad. El artículo 23 sobre acciones de discriminación positiva, establece una cuota del 4% para personas jóvenes con discapacidad.

Adicionalmente, en el año 2018 se promulgó la ley N° 19.691
 sobre la promoción del trabajo para personas con discapacidad. Esta normativa establece cuotas progresivas y obligatorias a las empresas privadas para la contratación de personas con discapacidad.
Cabe resaltar el Programa Yo estudio y trabajo del MTSS, el cual ofrece una primera experiencia laboral a jóvenes de entre 16 y 20 años
.
Por otra parte, la Secretaría Nacional de Cuidados y Discapacidad, en el marco del MIDES, brinda servicio de Operadores Laborales para instrumentar el empleo con apoyo a las empresas que así lo requieran. El artículo 4 de la ley Nº 19.691 define el empleo con apoyo como “metodología de inclusión laboral dirigida a la prestación de apoyo continuado a las personas con discapacidad para acceder, asegurar y mantener un empleo remunerado en el mercado laboral”
. 
La ley Nº 19.689
 de Promoción al Empleo apoya la generación de emprendimientos juveniles mediante subsidio a las retribuciones especiales correspondientes a los aportes patronales. Este Programa a su vez establece un subsidio adicional, cuando se trate de emprendimientos cuyos titulares (la mitad más uno) sean jóvenes mujeres, personas jóvenes con vulnerabilidad socioeconómica o personas jóvenes con discapacidad.
En el marco de la Alianza para la Acción de una Economía Verde (PAGE por sus siglas en inglés), se implementó en el año 2020 el Programa de Apoyo a Emprendimientos Sostenibles dirigido a jóvenes, que consistió en capacitación y apoyo a los emprendimientos productivos. En este sentido, se diseñó una propuesta para promover la generación de emprendimientos productivos en organizaciones que nucleen a personas con discapacidad. El Programa establece como finalidad lograr la inserción laboral de personas con discapacidad en emprendimientos de producción hidropónica, para su inclusión social y en el mercado de trabajo.

Con respecto a la continuidad de las iniciativas destinadas a formular, perfeccionar y aplicar unas políticas específicas de protección de los derechos de las personas con discapacidad y erradicar todas las clases de discriminación contra ellas, es preciso detallar que se encuentra en vigor la ley N° 18.651
 sobre la protección integral de personas con discapacidad, que en su artículo 5 establece que los derechos de las personas con discapacidad se derivan de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, y uno de sus principios es el derecho a ser protegido contra toda explotación, toda reglamentación o todo trato discriminatorio, abusivo o degradante. 

Por su parte, su artículo 6 establece que “El Estado prestará a las personas con discapacidad el amparo de sus derechos en la medida necesaria y suficiente que permita su más amplia promoción y desarrollo individual y social”.
El artículo 37 dispone que “Todas las entidades que integran el Sistema Nacional Integrado de Salud deberán informar, asesorar y orientar a quienes lo necesiten de las diversas posibilidades de atención cuando se presenta una discapacidad; además, no podrán hacer discriminación en la afiliación ni limitar la asistencia a las personas amparadas por la presente ley”.
Finalmente, el artículo 46 indica que la INDDHH recibe denuncias referidas a discriminación
. El 75% de las denuncias son referidas a discapacidad
.
Cabe destacar que, actualmente, el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), así como la Organización de las Naciones Unidas para las Mujeres (ONU MUJERES), se encuentran implementando el proyecto Integración de los derechos humanos de las personas con discapacidad en las acciones de recuperación Covid-19.
Otras medidas a destacar son la promulgación del decreto presidencial N° 72/015, que estable la Comisión para la continuidad educativa y socio – profesional para la discapacidad
 y del decreto presidencial N° 72/017
 activando el Protocolo de actuación para la inclusión de personas con discapacidad en los centros educativos.
Adicionalmente, durante este período, se promulgó la ley N° 19.924 del Presupuesto Nacional, que en su artículo 495 crea la Secretaría Nacional de Cuidados y Discapacidad, jerarquizando institucionalmente a quienes ejercen la rectoría de la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad en el país, elevándolo a la categoría de Secretaría Nacional. Previamente, se trataba de un programa dentro del MIDES.
Con referencia a proporcionar acceso a unos servicios de salud mental de calidad mediante la asignación de más recursos y la aplicación de medidas efectivas que garanticen el respeto de los derechos internacionales, es pertinente destacar la promulgación, en el año 2017, de la ley N° 19.529
 sobre Salud Mental, que en su artículo 3 establece dentro de sus principios rectores “La cobertura universal, la accesibilidad y la sustentabilidad de los servicios” y “La calidad integral del proceso asistencial con enfoque interdisciplinario, que de acuerdo a normas técnicas y protocolos de atención, respete los principios de la bioética y los derechos humanos de las personas usuarias de los servicios de salud”.
Esta ley adopta medidas adicionales para garantizar la vida social y familiar de las personas afectadas por enfermedades mentales, para que su hospitalización sea únicamente el último recurso. Su artículo 18 establece que “se fomentará el establecimiento de redes territoriales de atención, las que a su vez podrán articular su labor en cada zona con otros recursos existentes que puedan aportar a la promoción y prevención en salud mental”.
Asimismo, el artículo 24 de esta ley indica que “La hospitalización es considerada un recurso terapéutico de carácter restringido, deberá llevarse a cabo sólo cuando aporte mayores beneficios que el resto de las intervenciones realizables en el entorno familiar, comunitario y social de la persona y será lo más breve posible. Se fundará exclusivamente en criterios terapéuticos con fundamentos técnicos reservándose especialmente para situaciones agudas y procurando que se realice en hospital o sanatorio general y en el caso de niñas, niños y adolescentes en hospital pediátrico o en áreas de internación pediátrica en hospitales generales.”
Frente a la posibilidad de modificar esta ley de Salud Mental, a fin de instituir un órgano autónomo que examine la situación de los derechos humanos en el ámbito de la salud mental y asignar un presupuesto adecuado para que este órgano desempeñe su mandato de manera eficaz, la Facultad de Ciencias Sociales de la UdelaR organiza conversatorios a modo de espacios de reflexión en función de su implementación, promoviendo la revisión crítica del texto normativo
.
También corresponde señalar que el MTSS integra la Comisión Nacional Honoraria de la Discapacidad y preside junto al MIDES la Comisión Nacional de Inclusión laboral creada por la ley N° 19.691. En este marco, se realizaron durante el año 2020 capacitaciones en materia de discapacidad y del nuevo ámbito legal tanto dentro del MTSS como de manera externa. Se priorizó la capacitación a los funcionarios de la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social (IGTSS), contándose con exponentes en materia de accesibilidad, inclusión, discapacidad como ser el Instituto Uruguayo de Normas Técnicas (UNIT), el Ministerio de Salud Pública (MSP), la UdelaR, entre otros. 

17. Recomendación 118.87

En permanente proceso de implementación.

Como fuera mencionado en anteriores apartados, la elaboración de políticas públicas con perspectiva de derechos humanos prevé como ejes centrales, entre otros, la progresividad y no regresividad en la garantía de derechos económicos, sociales y culturales, así como la obligatoriedad del Estado en garantizar los derechos consagrados por la comunidad internacional y hacerlos efectivos para todas las personas que vivan en el territorio. 
18. Recomendación 118.88

De acuerdo a los artículos 392 y siguientes de la ley Nº 19.889, se creó una Comisión de Expertos con los cometidos establecidos en el artículo 393 de la misma, y la integración referida en el artículo 394.
Dicha Comisión debe realizar un diagnóstico
 que actualmente se encuentra en la etapa de realización de recomendaciones de una reforma integral al sistema previsional uruguayo. Cabe destacar que, de dichas recomendaciones podría surgir una propuesta de un ingreso mínimo garantizado.
Es de hacer notar que, actualmente, existe una jubilación mínima para todos los que perciban jubilación, así como prestaciones no contributivas de vejez e invalidez para los carentes de recursos. En concreto, más del 95% de los uruguayos mayores de 65 años perciben una prestación de seguridad social en Uruguay.
19. Recomendaciones 118.89 a 118.95
Desde 2005 se han venido adoptando una serie de medidas para enfrentar esta condición y reordenar la provisión social estatal, las que iniciaron con una serie importante de innovaciones institucionales, entre las que se destaca la creación del MIDES. Este nuevo marco institucional otorgó un rol protagónico a las políticas sociales, se incrementó el gasto público social y se puso en marcha una planificación estratégica amplia en la materia.
Todas las medidas adoptadas han permitido una reducción sostenida de la pobreza, habiendo logrado alcanzar mínimos históricos. Según el último informe de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Uruguay es el único país de la región que cumplió con el objetivo de Naciones Unidas de reducir la pobreza a la mitad y la indigencia a menos del 3%.
En este sentido, se ha cumplido con el objetivo voluntario asumido sobre continuar implementando los programas sociales de la Red de Asistencia e Integración Social para eliminar la indigencia y abatir la pobreza a menos del 10%, así como continuar abatiendo la desigualdad en la distribución del ingreso.

Partiendo de la necesidad de garantizar el bienestar de la infancia y adolescencia como principio fundamental del ordenamiento social, promoviendo la integridad física, moral, intelectual y espiritual de la niñez y adolescencia de acuerdo a su etapa vital de desarrollo y buscando contribuir al goce pleno de sus derechos es que el INAU instrumenta, entre otros, el Programa de Intervenciones Especializadas. Los principios orientadores de su ejecución son: NNA como sujetos de derechos en un marco de Universalidad; inclusión de la persona con discapacidad – accesibilidad, perspectiva de igualdad de género y de diversidad sexual; perspectiva de diversidad étnico – racial - no discriminación.

La implementación del Programa es de carácter universal y transversal. Desarrolla una política pública centrada en los derechos, que no debe agotarse en la restitución de los vulnerados en el plano de lo focalizado, sino que habrá de extenderse a la prevención y promoción de los derechos adquiridos buscando la generación de herramientas y de canales para el pleno ejercicio y goce de los mismos. 

Finalmente, Uruguay reafirma su compromiso con la universalización del derecho al acceso al agua potable. Testimonio del mismo es que el 99% de la población nucleada de todo el país accede a este derecho.

20. Recomendaciones 118.98 a 118.110
En implementación.
En el marco de la implementación de la ley N° 18.426
 sobre Salud Sexual y Reproductiva, se desarrollan políticas dirigidas a garantizar el acceso universal a métodos anticonceptivos seguros y confiables. Desde 2016 se incorpora a la canasta básica de métodos anticonceptivos, el uso del condón femenino, siendo aceptado por las mujeres consultadas en un estudio de satisfacción realizado por ASSE. Además, desde 2014 se distribuyen implantes sub dérmicos gratuitos en el sector público y en 2018 se incluyó la prestación en la canasta de anticonceptivos en el sector privado. 
Los reportes de Intervención Voluntaria del Embarazo (IVE) fueron aumentando año a año desde un incremento de 20% en 2013, estabilizándose en el entorno de 3% de incremento y en 2019 comenzaron a disminuir levemente por primera vez. En 2018, 90% de las pacientes que consultaron luego de la IVE decidieron adoptar medidas anticonceptivas, previniendo así nuevos embarazos no deseados en el futuro. 

En relación a las personas con discapacidad, desde ASSE se trabajó en la definición de buenas prácticas de promoción de los derechos sexuales y reproductivos con perspectiva de género e inclusión de las personas con discapacidad, realizando actividades de capacitación sobre las buenas prácticas para el trato y la atención de personas con discapacidad en el ámbito de la salud. Cuenta con material gráfico que promueve la autonomía de las mujeres con discapacidad en la toma de decisiones, así como también con protocolos para la coordinación de traductores o intérpretes lingüísticos cuando es necesario.
En el caso de las mujeres rurales, las prestaciones de salud sexual y reproductiva están incluidas en los dispositivos de rondas rurales de Salud y Ferias Rurales de ASSE para de aumentar la accesibilidad en todo el territorio.
21.  Recomendaciones 118.111 a 118.123, 118.125
La educación en Uruguay se rige por los principios de gratuidad, laicidad e igualdad de oportunidades incluidos en el artículo 15 de la Ley General de Educación
. En cumplimiento de ésta norma, Uruguay proporciona acceso a la educación en todo el territorio nacional. La red de escuelas de educación primaria se extiende tanto en el medio urbano como rural, alcanzando al 100% de los niños y niñas, al igual que la educación media básica que ofrece plazas para todos los egresados de la educación primaria.
Se destaca que el acceso y permanencia de las niñas y jóvenes mujeres en la educación presenta mayores porcentajes que la de varones, alcanzando un 84% de mujeres y un 76% de varones en la edad de culminación del tramo obligatorio (17 años).
Desde el MEC, a partir de una lectura analítica del territorio nacional en clave de accesibilidad en la Educación, se formulan estrategias y se diseñan instrumentos y herramientas, que aportan al objetivo de promover políticas educativas inclusivas, tanto desde aspectos normativos, como de articulación interinstitucional, y el diseño de proyectos territoriales innovadores. En el año 2019 se crea el Proyecto Articuladores de Inclusión en Territorio, integrado por profesionales formados en la temática de Educación Inclusiva y con experiencia de abordaje en diversos ámbitos educativos y de articulación territorial. 

El MEC integra el Grupo de Trabajo Educación y Discapacidad convocado por la INDDHH, conformado de manera interinstitucional, con representantes del Estado, organizaciones de la sociedad civil y otros actores. Tiene como objetivo la elaboración del Protocolo Guía para las situaciones de discriminación y rechazo por motivos de discapacidad en el ámbito de la educación. Este protocolo se diseñó en el período comprendido entre octubre de 2020 y abril de 2021, su lanzamiento está programado para mayo del 2021. 
Para favorecer el acceso a la Educación para todas las personas, en este caso concretamente para poblaciones en riesgo de exclusión y/o marginalización, la Dirección de Educación del MEC forma parte de la Red de Trabajo Regional sobre el Sistema de Información Educativa de los Estudiantes con Discapacidad (SIRIED), coordinada por la Oficina Regional de Educación para América Latina y el Caribe y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OREALC/UNESCO), desde el año 2020. La construcción de estos sistemas estadísticos aporta en cuanto a la formulación precisa de insumos fundamentales para que operen de base al momento del diseño de políticas educativas inclusivas.
El MEC, a través de la Dirección de Educación, preside y coordina la Comisión de Continuidad Educativa y Socio Profesional para la Discapacidad (CCESPD), de carácter interinstitucional
. En el año 2017, la CCESPD elaboró el Protocolo de actuación para la inclusión de personas con discapacidad en los centros educativos
. Su aplicación alcanza a todos los centros educativos que integran el Sistema Nacional de Educación (Público y Privado) de acuerdo a la ley N° 18.437, los Centros de Educación Infantil Privados, y los Centros de Educación No Formal, habilitados por la Dirección de Educación del MEC, así como aplica a todas las bibliotecas públicas y privadas del territorio nacional. Actualmente, el mencionado Protocolo se encuentra en proceso de revisión con el objetivo de actualizar sus conceptualizaciones y disposiciones en sintonía con los dinamismos de los procesos y avances en materia de Educación Inclusiva. 
Desde el año 2019, y a través de la Dirección de Educación, se integra la Comisión de Seguimiento del Tratado de Marrakech en Uruguay. Este tratado oficia de facilitador para el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso
. Se trata del primer instrumento internacional en la materia dirigido a la protección específica de un sector de usuarios, como es el caso de las personas ciegas, lo que supone abordar la propiedad intelectual desde una perspectiva de derechos humanos. La aprobación del decreto N° 295/2017
 hace posible la aplicación del tratado y la excepción referida, a la vez que convierte a Uruguay en el primer país latinoamericano en hacerlo.
Con el fin de proseguir con los esfuerzos dirigidos a facilitar el acceso a la educación de jóvenes personas migrantes, se crea en el año 2019 una guía para el ingreso de personas migrantes al sistema educativo con información relevante al ingreso de las personas migrantes en el sistema educativo uruguayo, tanto a nivel inicial como primaria, secundaria y terciaria. El material fue generado por el Grupo de Educación y Migrantes que funciona con la Coordinación de la Dirección de Educación
.   

Con respecto a la continuidad de la realización de programas y actividades de educación y formación en derechos humanos, cabe resaltar que la ley N° 19.889 del año 2020, sustituye el artículo 110 de la Ley General de Educación, por lo siguiente: “Artículo 110 (De la coordinación en educación en derechos humanos).-La Comisión Coordinadora de la Educación conformará una Comisión Nacional para la Educación en Derechos Humanos que tendrá como cometido proponer líneas generales en la materia". Esto fue reglamentado por el decreto N° 63/021
 del 18 de febrero de 2021.
Se ha continuado con los procesos de formación y sensibilización en materia de derechos humanos, algunos de los cursos y seminarios que se han realizado son:

Abril de 2019: Curso virtual de Educación en Derechos Humanos. Edición especial: 30 años de la Convención sobre los derechos del niño: dirigido a docentes, educadores, técnicos de la educación y estudiantes de formación en educación, de todo el país. 

Septiembre 2019: Curso Afrodescendencia y Educación: dirigido a formadores de formadores del Consejo de Formación en Educación, y que en este momento también amplía su convocatoria a docentes y educadores del ámbito educativo formal y no formal; estudiantes avanzados de formación en educación y carreras afines.
Módulo de sensibilización sobre Educación en Derechos Humanos en Encuentros de Educadores de la Educación No Formal - Programa de Centros Educativos de Capacitación y Producción (CECAP) de la Dirección de Educación del MEC: en el primer semestre de 2020, junto a la línea de Educación y Género de la Dirección de Educación del MEC, se desarrolló un módulo sobre educación en derechos humanos, de forma virtual como consecuencia de la pandemia ocasionada por COVID 19. 
Agosto 2019: Curso de Educación en Derechos Humanos en y para el MERCOSUR: la Comisión Permanente en Educación y Cultura en Derechos Humanos de la RAADH realizó la primera edición del Curso Virtual sobre Educación en Derechos Humanos en y para el MERCOSUR. Durante el 2021 se realizará la segunda edición.
CHRXD: en 2019, a través de un convenio con la Facultad de Psicología de la UdelaR, desde la CHRXD se acompañó una práctica de estudiantes de Psicología con estudiantes del Liceo Nº 11, Cerro - Montevideo, abordando temas de Derechos Humanos y Discriminación.

Julio 2020: Seminario en línea: El derecho a la educación y la Educación en Derechos Humanos en tiempos de crisis: dirigido a público en general, y especialmente a docentes, educadores, técnicos de la educación y estudiantes de formación en educación, de todo el país. 

En lo que respecta al compromiso voluntario asumido por Uruguay de aprobar y comenzar a ejecutar el Plan Nacional de Educación en Derechos Humanos (PNEDH)
, se destaca que, en diciembre de 2016, el mismo fue aprobado como resultado de un proceso participativo desarrollado desde 2013. En 2017, se realizó el lanzamiento de la campaña de comunicación Nuestros derechos, nuestras acciones, a fin de dar a conocer el PNEDH en la sociedad uruguaya y promover la participación, el debate y la generación de procesos y productos en torno a la educación en derechos humanos. 
El PNEDH es una estrategia nacional, un plan de acción para orientar las políticas públicas en materia de educación en derechos humanos que adopta el Estado. La mirada estratégica define una proyección de mediano y largo plazo hacia los objetivos que se busca lograr, mediante las políticas de educación en derechos humanos. El PNEDH define el mecanismo cíclico de diagnóstico, construcción, monitoreo, ejecución, rendición de cuentas y evaluación de la política pública.
En 2018 se incorporó al PNEDH como compromiso del 4º Plan Nacional de Gobierno Abierto
 asumido por la Secretaría de Derechos Humanos de la Presidencia de la República (SDH) y la Comisión Nacional de Educación en Derechos Humanos. En este sentido, se presentaron en 2019 más de sesenta compromisos construidos con sus planes operativos anuales. Asimismo, se construyó un mecanismo de monitoreo del avance de los compromisos, y mesas de diálogo para sustentar un proceso participativo asociado al desarrollo de esta política pública.

En junio de 2020 estaba prevista la culminación de este ciclo de planes operativos del PNEDH con una instancia de rendición de cuentas y discusión para proyectar la nueva versión. A partir de la crisis sanitaria, se reprogramaron las actividades tanto de algunos compromisos del PNEDH, como de las instancias previstas para el cierre del Ciclo 2019 – 2020 y proyección de uno nuevo.  Finalmente, en diciembre de 2020 se realizó la instancia de rendición de cuentas de los compromisos y el PNEDH.
22. Recomendación 118.124

Implementada.

Es importante precisar que en todas las cuestiones vinculadas con los derechos del niño Uruguay adopta normativa y medidas alineadas con las obligaciones y compromisos asumidos en virtud de los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados, en particular la Convención de los Derechos del Niño y sus Protocolos Facultativos, tomando en cuenta las observaciones formuladas por el Comité de los Derechos del Niño. En ese sentido, la mencionada Convención reconoce los derechos y las responsabilidades de los padres o tutores, pero destaca que esto tiene por objeto permitir que los niños ejerzan sus derechos. De acuerdo al Comité de los Derechos del Niño, el artículo 5 de la Convención confirma que la autoridad de los padres no es, en ningún caso, ilimitada, y el artículo 18 insiste en que los derechos y deberes de los padres se derivan de su responsabilidad por el bienestar del niño, lo que significa actuar en su interés superior.
La formulación de la Convención subraya que el sujeto de los derechos reconocidos en ella es “el niño”, puesto que es él quien debe ejercer esos derechos. En ese sentido, y tal como lo entiende el propio Comité de los Derechos del Niño, la Convención se opone a aquellas situaciones en las que se otorgan a los padres derechos absolutos sobre los hijos.
Dicho órgano ha destacado la importancia de que se cree la conciencia de que el niño es sujeto de derechos y no sólo beneficiario de protección.
23.  Recomendaciones 118.126 a 118.150
En implementación.

En 2017 se aprobó la modificación de los artículos 311 y 312 del CP a través de la ley N° 19.538
, para tipificar el femicidio como agravante muy especial del homicidio, considerándose al mismo como aquel que se produce “contra una mujer por motivos de odio, desprecio o menosprecio, por su condición de tal”. Asimismo, la ley 18.850
, que establece amparo económico
, asistencia a tratamiento psicológico y atención del Seguro Nacional de Salud para hijos huérfanos de personas fallecidas por violencia doméstica
, se encuentra en pleno vigor. 

Al aprobarse la ley Nº 19.580
 sobre Violencia Basada en Género (VBG) hacia las mujeres, se establecieron políticas integrales de prevención, atención, protección, sanción y reparación. Define a la VBG hacia las mujeres como una forma de discriminación que afecta, directa o indirectamente, la vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, así como la seguridad personal de las mujeres, entendiendo como toda conducta, acción u omisión, en el ámbito público o el privado que, sustentada en una relación desigual de poder en base al género, tenga como objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos o las libertades fundamentales de las mujeres, comprendidas tanto las conductas perpetradas por el Estado o por sus agentes, como por instituciones privadas o por particulares. 
Adicionalmente, reconoce diferentes manifestaciones de violencia: física, psicológica o emocional, sexual
 por prejuicio hacia la orientación sexual, identidad de género o expresión de género, violencia económica, patrimonial, simbólica, obstétrica, laboral, en el ámbito educativo, político, mediático, femicida, el acoso sexual callejero, doméstico, comunitaria, institucional y étnico – racial. 
Contiene siete capítulos que abordan el sistema interinstitucional de respuesta, así como las directrices para las políticas públicas, mandatando a las instituciones del Estado a adoptar programas, acciones, protocolos, registros e investigaciones para la erradicación de la VBG. También establece la red de servicios de atención, los procesos de protección, investigación y penalización, así como los procesos administrativos y judiciales. Modifica normas del CP, incluyendo un conjunto de artículos de normas penales que actualiza la materia de delitos sexuales y permite a la autoridad judicial eximir la pena por delito de homicidio de la mujer hacia la pareja o ex pareja en situaciones de violencia doméstica especialmente graves.
Es preciso destacar que en su artículo 6, se menciona la violación dentro del matrimonio como uno de los tipos de violencia sexual que abarca la ley. No obstante, no se necesita un tipo penal expreso, porque dentro del delito de violación no se distingue si es dentro o fuera del matrimonio.

Esta ley también crea el Observatorio de Violencia Basada en Género hacia las Mujeres (OVBG), destinado al monitoreo, recolección, producción, registro y sistematización permanente de datos e información sobre la violencia hacia las mujeres. Está a cargo de una comisión interinstitucional conformada por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto (OPP), el MINTERIOR, INMUJERES y la Red Uruguaya Contra la Violencia Doméstica y Sexual, que funcionó hasta el 2019 en el ámbito de OPP. A partir de 2020, el OVBG pasó a estar presidido por INMUJERES, quedando entonces la comisión integrada por INMUJERES, MINTERIOR y la FGN, pudiendo convocar a organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la lucha contra la VBG. 
En 2018 se establecieron los acuerdos interinstitucionales para el diseño e implementación de la Segunda Encuesta Nacional de Prevalencia sobre sobre VBG y Generaciones
, formalizándose en 2019 a través de un convenio entre los organismos del Estado que integraban el OVBG y el Instituto Nacional de Estadística (INE). Los resultados fueron presentados en 2020, en la conmemoración del 25 de noviembre Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres y las Niñas. Incluyó por primera vez la dimensión de discapacidad para medir también la incidencia de la VBG en mujeres con discapacidad.
Se incorporan nuevos campos de indagación sugeridos por la ley N° 19.580. Dentro de los ámbitos públicos se consideraron el ámbito educativo, social, laboral y del sistema de salud. Dentro de los ámbitos privados se consideraron la violencia en la infancia, violencia en la familia actual, violencia hacia mujeres mayores, violencia en la pareja
 y, por primera vez, violencia por razones de raza, identidad de género y orientación sexual, estatus migratorio y discapacidad.

La Encuesta destaca que en 2019, 76,7% de las mujeres de 15 años y más que residen en Uruguay reportaron situaciones de VBG en alguno de los ámbitos relevados a lo largo de la vida, representando aproximadamente a 1,1 millón de mujeres. Esta prevalencia aumenta 4 puntos porcentuales respecto a la reportada en la medición de 2013. A partir de este registro no se puede asumir que la VBG aumentó, ya que pueden estar operando procesos de visibilización de la problemática y de desnaturalización de la VBG que permitan identificarla como una vulneración de derechos.
El 47,0% de estas mujeres declaró haber vivido situaciones de VBG por parte de la pareja o ex pareja a lo largo de toda la vida y 19,5% en el último año. La mayor prevalencia corresponde a la violencia psicológica (44,6%), se registra en mayor medida en mujeres afrouruguayas que en no afro (60,5% vs. 44,6% para toda la vida). Además, afecta a mujeres entre 30 y 49 años de edad en mayor medida cuando se considera el período de toda la vida (54,8%), y para el tramo entre 15 y 18 años (27,2%) al considerar los últimos doce meses. 

Los datos arrojados sobre la incidencia de la VBG en mujeres con discapacidad señalan que, en el ámbito privado (familia, pareja y ex pareja), estas mujeres tienen una mayor prevalencia de VBG alguna vez a lo largo de toda la vida en comparación a las mujeres sin discapacidad (55,4 vs. 47,0%), tendencia similar a cuando se consideran los últimos 12 meses (33,3% vs. 27,2%); mientras que en los ámbitos públicos (trabajo, educación, ámbito de la salud y ámbito social) las mujeres sin discapacidad experimentan en mayor proporción VBG alguna vez a lo largo de toda la vida y en los últimos doce meses respecto a las mujeres con discapacidad, siendo estas últimas fuertemente excluidas de los mismos.  
Los datos derivados de las dos encuestas nacionales son fundamentales para la elaboración y adecuación de la política pública orientada a la erradicación de la VBG, con particular atención al enfoque de la interseccionalidad.
Por otra parte, el Plan de Acción por una Vida Libre de Violencia de Género con mirada Generacional 2016 – 2019
 fue aprobado en 2015 por decreto N° 306/015
, presentando una visión integral de la VBG y un abordaje interdisciplinario e intersectorial, sintetizando los avances en las políticas de respuesta que se han desarrollado desde las instituciones; reconociendo a su vez, los enormes desafíos pendientes que tiene la sociedad uruguaya para que las mujeres, NNA, jóvenes y adultas mayores gocen del derecho a una vida libre de violencia de género. 

En este marco, se realizaron varias capacitaciones en materia de detección, atención y restitución de derechos de mujeres, NNA, dirigido a operadores técnicos del área urbana y rural. Se capacitaron y sensibilizaron a 62.105 personas en todo el período.

También se abocó a la mejora, sistematización y construcción de indicadores y registros sobre VBG y la creación de un espacio de articulación y coordinación interinstitucional para diseñar y definir un sistema de información, que permita la recolección, el registro y la producción de información estadística, el monitoreo y la evaluación de la política pública en la materia. Con el objetivo de fortalecer la política de prevención del femicidio, se analizaron las distintas modalidades que conllevan al delito para su categorización durante 2012 – 2018.

Se destaca la presentación y actualización de protocolos para el abordaje de las violencias hacia mujeres y NNA, en los ámbitos del Sistema de Respuesta de INMUJERES, del SNIS del MSP, de la FGN, del MINTERIOR, del MTSS y de la Intendencia Departamental de Montevideo.

Es preciso detallar sobre el Sistema de Respuesta en VBG, el cual está conformado por diferentes dispositivos de atención. Alcanza a todas las mujeres que se encuentran en territorio uruguayo, incluyendo afrodescendientes; mujeres con discapacidad; y migrantes, refugiadas y solicitantes de refugio. Este Sistema aumentó de dieciocho a treinta y tres servicios de atención en todo el país. 

A los dieciocho Dispositivos de Articulación Territorial, se sumó uno nuevo en Montevideo. Asimismo, los equipos de atención a varones agresores pasaron de tres a doce. Se cuenta con dos servicios de atención a mujeres en situación de trata con fines de explotación sexual con alcance regional, en Montevideo y Cerro Largo, contando con cobertura en doce departamentos de Uruguay, además de un equipo de recepción de situaciones de trata con fines de explotación sexual. 
Por otra parte, se llevaron adelante diversas acciones para informar, prevenir y fortalecer las respuestas frente a la VBG de las niñas y mujeres con discapacidad en Uruguay. Se capacitaron doscientos funcionarios de los servicios de respuesta sobre la intersección entre violencia, género y discapacidad, desde el enfoque de derechos y el modelo social de la discapacidad; se analizó la inclusión de la discapacidad en protocolos, guías, normativas nacionales de respuesta a la VBG y se elaboraron materiales de comunicación sobre VBG en formato accesible y se trabajó con mujeres con discapacidad en la creación de vínculos para un mayor reconocimiento de sus derechos a través de la realización del ciclo de talleres dirigidos a estas mujeres.
Los dispositivos de respuesta cuentan con registros administrativos sistematizados para monitorear las acciones implementadas. Se trabajó para incorporarlos a un sistema unificado (SMART) que permita el correcto procesamiento y posterior análisis de las situaciones de violencia atendidas. Se han realizado dos evaluaciones cualitativas de los servicios de atención a mujeres en situación de VBG, permitiendo profundizar en el perfil de la población y obtener un estado de situación de los mecanismos de accesibilidad de los servicios. Se prevé realizar una nueva evaluación focalizada en el funcionamiento de los servicios.

La ley de Presupuesto Nacional aumentó en un 50% lo destinado al Sistema de Respuesta de INMUJERES. Esto se destinará a la ampliación de doce a diecinueve los servicios de atención a varones agresores, un servicio de atención en VBG adicional en la capital, un servicio adicional en atención a mujeres en situación de trata, la instalación conjunta con la Dirección de Discapacidad de un servicio de atención en VBG para mujeres con discapacidad, un aumento de horas de atención en los servicios de atención en VBG ya existentes, así como a la ampliación de la cobertura a 24 horas del servicio telefónico de atención a mujeres en situación de VBG.
El Sistema Integral de Protección a la Infancia y a la Adolescencia contra la Violencia (SIPIAV)
 cuenta con treinta y tres Comités de Recepción Local, referentes de violencia en los diecinueve departamentos. Se crearon siete nuevos centros de referencia regionales de INAU, distribuidos en cuatro departamentos. Adicionalmente, el MSP cuenta con equipos de referencia en violencia doméstica y violencia sexual en todos los prestadores de salud y el MINTERIOR cuenta con cincuenta y ocho Unidades Especializadas en Género (UEG) a nivel nacional, mejorando la infraestructura de diez en 2020. 

Asimismo, el MINTERIOR cuenta con diecinueve Direcciones Departamentales especializadas en violencia doméstica y de género, las cuales tienen bajo su órbita a cincuenta y una Comisarías Especializadas en violencia doméstica y género, de las cuales veintiocho corresponden al modelo comisaría y veintitrés al modelo oficina en todo el país. También tiene un Departamento de Género y Diversidad en el marco del Instituto Nacional de Rehabilitación, la Comisión Permanente de Atención a situaciones de Acoso Sexual en el ámbito laboral y educativo, así como el Servicio de Género en Salud de la Dirección Nacional de Sanidad Policial.
La intervención del Programa de Monitoreo Electrónico en caso de alto riesgo de violencia doméstica, surgió como una iniciativa del MINTERIOR para el seguimiento y control del cumplimiento de las medidas de protección dispuestas por la justicia en los casos de alto riesgo en materia de violencia doméstica, a través de la gestión e implementación de tobilleras, el apoyo psicosocial y el asesoramiento jurídico a las víctimas y ofensores. Actualmente, tiene cobertura nacional, fundamental para potenciar su eficiencia. En 2020 se incrementaron de 1.200 a más de 1.700 las tobilleras electrónicas disponibles. Entre enero y octubre de 2020 hubo 1.720 tobilleras en uso. 

La FGN cuenta con siete Fiscalías de delitos sexuales, violencia doméstica y VBG, de las cuales dos fueron creadas en el último año. 

El Poder Judicial cuenta en Montevideo con un total de diez Juzgados Letrados de Familia Especializados de atención permanente, de turnos dobles, todos los días del año con competencia en los procesos de protección previstos en las leyes N° 17.514
 y N° 19.580, así como en los procesos previstos en el artículo 117 del CNA de protección de los derechos amenazados o vulnerados de NNA. En el interior del país, mientras no se creen los Juzgados letrados Especializados en VBG, Doméstica y Sexual previstos en la ley N° 19.580, los Juzgados de Paz, cualquiera sea su categoría, tienen competencia de urgencia para entender en materia de violencia doméstica.

La Intendencia Departamental de Montevideo, cuenta con el programa Comuna Mujer de asesoramiento jurídico y psicosocial para mujeres en situación de violencia doméstica, en once zonas de Montevideo, un servicio de atención a hombres que deciden dejar de ejercer violencia. Asimismo, el gobierno departamental de Tacuarembó cuenta con un servicio de atención de casos de violencia doméstica, y el gobierno departamental de Paysandú con un servicio de atención a mujeres en situación de VBG.

El MDN cuenta con un equipo de violencia doméstica centralizado en la Dirección Nacional de Sanidad de las Fuerzas Armadas, y con equipos de referencia en cada una de las Fuerzas
.

La ley N° 19.580 mandata a diseñar el nuevo Plan Nacional de Lucha contra la VBG hacia las Mujeres, así como otros planes específicos, programas y acciones para su implementación. Anclará su implementación en la interinstitucionalidad, considerando criterios de territorialización de la política pública y garantizando desde su diseño, ejecución y evaluación, la participación de la sociedad civil, de acuerdo a la nueva normativa.

Si bien Uruguay aumentó los recursos destinados a implementar la ley y el plan, aún resulta necesario un aumento adicional para garantizar un cumplimiento efectivo de ambos instrumentos. Se destaca que varios Ministerios aumentaron significativamente su asignación financiera.

Desde del 13 de Marzo de 2020
, las llamadas recibidas al servicio telefónico de orientación a mujeres en situación de violencia doméstica, sufrió un aumento sustantivo. La SCJ dispuso una medida de carácter general y urgente otorgando prioridad a los vencimientos de medidas de protección y se establezcan en la misma instancia tenencias y pensiones alimenticias. Esta medida se efectivizó y, adicionalmente, INMUJERES reforzó el servicio telefónico de atención ampliando sus recursos humanos, sosteniendo un 80% de aumento en las llamadas recibidas antes de la emergencia sanitaria. 
Al mismo tiempo, en el marco de las conferencias de prensa diarias realizadas por la Presidencia de la República para mantener informada a la población sobre el estado de situación del país en el enfrentamiento al COVID-19, INMUJERES fue convocada para informar sobre las medidas tomadas para la protección de mujeres, niñas y adolescentes frente la violencia doméstica. Se realizó un spot publicitario de amplia difusión en medios masivos de comunicación que difundió la línea telefónica de atención y denuncia policial en violencia. Es de destacar que en el período de la cuarentena realizado en marzo de 2020,  se registró un descenso del 5% de las denuncias, en relación al mismo período de 2019. 
24. Recomendaciones 118.151 a 118.169
Recomendaciones en proceso de implementación.

En 2018 se aprobó la Estrategia Nacional para la Igualdad de Género 2030 (ENIG 2030) por decreto Nº 137/2018
, hoja de ruta estratégica e integral para alcanzar la igualdad de género en un mediano plazo. Toma en cuenta las tendencias y factores críticos presentes en materia de igualdad de género e incorpora las principales prioridades identificadas por el Consejo Nacional de Género (CNG) y la sociedad civil organizada. Fue construida de manera participativa e interinstitucional, en el marco de la Agenda 2030 y los ODS. 

La ENIG 2030 es el resultado del trabajo de un conjunto de profesionales de los distintos organismos integrantes del CNG, que conforman el Grupo Asesor para la estrategia. Asimismo, se construyó con los insumos recogidos en las instancias de trabajo realizadas con organizaciones de mujeres y feministas, así como también representantes de la central sindical y de instituciones de los tres niveles de gobierno: nacional, departamental y municipal.

El Grupo Asesor analizó el marco conceptual para una estrategia de igualdad, los estudios de prospectiva de género de la OPP, y se propusieron las aspiraciones de igualdad al 2030, las directrices de políticas públicas, así como los lineamientos estratégicos para alcanzarlas.

El CNG es el espacio de articulación que orienta la ENIG 2030, define ámbitos intersectoriales de implementación conjunta y establece mecanismos de rendición de cuentas y control social para la transparencia en la gestión pública.

En referencia a medidas tomadas para modificar leyes discriminatorias contra la mujer, Uruguay aprobó las siguientes legislaciones en el período de revisión
:

· Ley N° 19.716 (2019) Protocolo que modifica el Convenio de Infracciones en Aeronaves, ampliando las formas de discriminación no taxativas mencionadas, incluyendo a la de género
.   

· Ley Nº 19.775 (2019) Modificación de la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas
, incluyendo principio de no discriminación y considerando la perspectiva de género y situaciones de violencia doméstica. 
· Ley Nº 19.778 (2019) Regulación de la profesión del trabajo social. Prohíbe la discriminación basada en género, edad, orientación sexual, origen étnico – racial o socioeconómico, filiación religiosa o política, discapacidad o de otra índole
.

· Ley Nº 19.781
 (2019) Modificación del artículo 7 de la ley Nº 11.029
, relativo a la cotitularidad de tierras adjudicadas por el Instituto Nacional de Colonización.

· Ley N° 19.789 (2019) Protocolo Adicional a la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes
, estableciendo la necesidad de incorporar una perspectiva de género en todas las políticas públicas.
· Ley N° 19.791 (2019) Medidas preventivas para instituciones que impliquen trato directo con NNA, personas con discapacidad y personas mayores en situación de dependencia
. Agrega referencia a ley N° 19.580 sobre VBG hacia mujeres.

· Ley Nº 19.826 (2019) Modifica el régimen previsional de la Caja Notarial de Seguridad Social y crea el Fondo de Subsidio por Maternidad.

· Ley N° 19.828 (2019) Régimen de fomento y protección del sistema deportivo
, establece que se impulsarán políticas de equidad de género e inclusivas en el deporte federado. 
· Ley Nº 19.831 (2019) Regulación del régimen de "libertad vigilada" en casos de VBG
.

· Ley Nº 19.837
 (2019) Modificación del artículo 141 de la ley Nº 18.407 de cooperativas de vivienda
, relativo al derecho a uso y goce de la vivienda por la persona que no causara la agresión en caso de situaciones de violencia doméstica o de género.

· Ley Nº 19.841
 (2019) Modifica el Estatuto del Funcionario del Servicio Exterior de la República, procurando asignación equitativa de funciones de Dirección y de Jefaturas de Misión entre funcionarios de ambos sexos del personal del Servicio Exterior.
· Ley N° 19.846 (2019)
 Aprobación de las obligaciones emergentes del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en relación a la Igualdad y No Discriminación entre Mujeres y Varones, comprendiendo la igualdad formal, sustantiva y de reconocimiento.
· Ley Nº 19.849 (2019) Convenio Internacional del Trabajo sobre la Violencia y el Acoso en ámbito laboral
.

· Ley N° 19.879 (2020) Declara Feria Jurisdiccional Extraordinaria y suspensión de plazos procesales por la situación de pandemia
, mereciendo determinadas situaciones tratamiento especial, como procesos vinculados a violencia contra las mujeres basada en género.

Adicionalmente, es preciso destacar que la aprobación de la ley Nº 19.889, establece modificaciones al CP y al CPP
 y a la estructura orgánica de varios organismos del Estado, en lo que a la temática de género respecta.

Su artículo 2 modifica el artículo 312 del CP, salvo para el caso de las agravantes de femicidio y acto de discriminación por la orientación sexual, identidad de género, raza u origen étnico, religión o discapacidad que se incluyeron en 2017 y 2018 por las leyes Nº 19.538 y Nº 19.645
 respectivamente, y se mantienen como agravantes muy especiales en la nueva LUC. 

El artículo 6 modifica el artículo 272 del CP sobre delito de violación, admitiéndose prueba en contrario cuando la víctima tuviere 13 años y cuando no exista una diferencia de edad mayor de 8 años. 
El artículo 7 aumenta el mínimo y el máximo de la pena de abuso sexual (artículo 272-BIS CP) siendo de 2 a 12 años de penitenciaría.
El artículo 15 sobre tobilleras, añade al CP el artículo 359-BIS, tipificando como nuevo delito su retiro o destrucción, con 10 a 18 meses de prisión y multa económica.

El artículo 26 modifica el artículo 272 del CPP, estableciendo que el proceso abreviado no se podrá utilizar en caso de homicidio especial y muy especialmente agravados (311 y 312 CP), no siendo aplicable a la figura del femicidio. Asimismo, disminuye el mínimo (de 6 a 4 años) necesario de pena mínima del delito de que se trate, para poder utilizar este procedimiento, haciéndolo más restrictivo.

Su artículo 56 crea en el marco del MINTERIOR, una Dirección Nacional de Políticas de Género, estableciendo que la misma estará a cargo de  un Director designado por el   Poder Ejecutivo como cargo de particular confianza.
El Artículo 67, sustituye el artículo 25 de la Ley Orgánica Policial
, estableciendo que existirá, dentro de las zonas operacionales un Área de Violencia Doméstica y Género. 
25. Recomendaciones 118.170 a 118.194, 118.196 a 118.197 
Recomendaciones en proceso de implementación.

Con respecto a la recomendación de proseguir con las medidas de aplicación del Plan Nacional de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia 2015 – 2020, a efectos de que sus destinatarios reciban cuidados y asistencia socioeconómica apropiada, es preciso  informar que Uruguay cuenta con beneficios sociales decretados por la ley N° 18.227
 de asignaciones familiares para hijos menores de edad a cargo.

Adicionalmente, el INAU cuenta con:
· Departamento de ayuda social y económica que otorga transferencias monetarias para posibles apoyos para los NNA
. 

· Unidad Administradora del peculio. Las asignaciones familiares que no son cobradas por las familias de los adolescentes, por pérdida del cuidado, son depositadas en una cuenta personal del joven, cuyo monto puede retirar al momento de su egreso. Debe existir constancia de estudios. Los montos suelen ser significativos y también existe este recurso para adolescentes en situación de discapacidad.

· Departamento de Orientación y Formación Laboral. Se realizan talleres de orientación vocacional y ocupacional. Se dispone de becas dentro de INAU y se coordinan becas con otros organismos y empresas públicas y privadas.  

· En contexto de emergencia sanitaria se otorgaron tickets de alimentación y canastas.

El Plan Nacional de Primera Infancia, Infancia y Adolescencia 2015 – 2020 es para Uruguay una referencia para continuar profundizando las acciones correspondientes a efectivizar los derechos de los NNA. En este sentido, el actual Directorio de INAU elabora los lineamientos estratégicos para el quinquenio
, en sintonía con las líneas estratégicas de gestiones anteriores, en el marco de un Sistema de Protección y Promoción de Derechos.

El INAU recibió un incremento presupuestal del 16% en el ejercicio 2021, sobre el ejercicio  2020, conforme lo aprobado por ley de presupuesto nacional Nº 19.924. Esto fue a efectos de aplicar diferentes políticas públicas para contribuir a garantizar el ejercicio efectivo de la ciudadanía de todos los NNA del Uruguay, conforme a la los objetivos y metas que fueron definidos.

En referencia al número de NNA que se hallen en situación de pobreza y vulnerabilidad, se destaca que la Convención de los Derechos del Niño y el CNA, definen el paradigma y marco de legislación vigente en el cual se enmarca el Programa de Intervenciones Especializadas de INAU. 

El Programa se encuentra dirigido a la atención de NNA de entre 0 y 18 años y sus familias, que teniendo sus derechos vulnerados o en riesgo de estarlo requieren un abordaje integral focalizado desde los distintos niveles: preventivo, primera atención o tratamiento específico en clave de derechos, cuyo objetivo es la restitución de estos mediante la intervención especializada. 

Las líneas de acción del Programa son: 1) Maltrato y abuso (tiempo parcial, promoción y restitución de derechos); 2) Explotación y Trata (tiempo parcial, abordaje a nivel de promoción e intervención con la población objetivo, restitución de derechos); 3) Situación de Calle; 4) Consumo o Uso problemático de Sustancias (derecho a recibir tratamientos requeridos para el pleno goce de salud) Articular el enfoque netamente terapéutico con un enfoque socio terapéutico que atienda los derechos en forma integral); 5) Situación de Discapacidad (Tiempo parcial: promoción y tiempo completo: protección de derechos, Convención de Derechos de las Personas con Discapacidad); 6) Salud Mental (derecho a recibir tratamientos requeridos para el pleno goce de salud) Procesos de supervisión con una impronta que equilibre el enfoque netamente sanitario con una orientación socio educativa y terapéutica. 

En el año 2020, la situación sanitaria del país, con la consiguiente restricción de la circulación social que implica, obligó a desarrollar estrategias específicas que habilitan la continuidad de atención en todos los ejes programáticos. 

Se cuenta con modalidad de atención residencial para las personas privadas del cuidado familiar y comunitario, y que por tanto tienen vulnerado el derecho a vivir en entorno familiar, también con modalidades de atención ambulatoria o de tiempo parcial enfocadas prioritariamente en la prevención y restitución de derechos. 
En este sentido, los esfuerzos se enfocaron en generar condiciones lo más seguras posibles sanitariamente, para garantizar el contacto de la población atendida con sus vínculos familiares y afectivamente significativos y a la vez la continuidad de los procesos terapéuticos en todas las líneas de acción del Programa. 

Dentro de los lineamientos estratégicos establecidos, el INAU establece como prioridad profundizar la adecuación del sistema de protección especial (24 horas) hacia modelos de base familiar y comunitaria y expresa como objetivos estratégicos: impulsar la desinternación de NNA en centros residenciales como modalidad de protección especial; fortalecer los procesos vinculados a la adopción; fortalecer los abordajes al daño psico – emocional y la salud mental de NNA en el proceso de des internación; y transferir la atención de los adultos en situación de discapacidad al MIDES.

Las siguientes, son acciones en vías de implementación: proceso de reconversiones de centros “hogares” – internados Centros de Acogimiento y Fortalecimiento Familiar; prestación económica a familia de origen en el marco del fortalecimiento de las capacidades de cuidado para posibilitar convivencia; en proceso de diseño del modelo de autonomía y egreso para adolescentes hacia la inclusión e integración social; creación de software socioeducativo para planificación, registro, evaluación y monitoreo del proceso de intervención con NNA y familias; creación de instrumentos para profundizar en el fortalecimiento de las capacidades parentales; supervisión de todas las repuestas de protección especial para NNA que han perdido o ven interrumpido el cuidado parental; y formación de los trabajadores del sistema de protección especial.

Por otra parte, es preciso resaltar que mediante la ley Nº 19.889, se introdujeron tres cambios fundamentales que implican mejoras al régimen de adopciones a través de los siguientes artículos:
1- Artículos 132.6 y 133.6 del CNA:  mediante las modificaciones introducidos a estos artículos, en aquellos casos en que los NNA hayan generado vínculos de tal envergadura que ser coartados vulneraron sus derechos, el Juez excepcionalmente podrá apartarse de la necesidad de la selección efectuada por INAU siempre que eso sea lo más conveniente para el NNA. De esta manera se busca posibilitar la permanencia de los niños en las familias en las que ya se encuentren plenamente integrados, pero no sólo en la vía de los hechos, sino desde lo jurídico, permitiendo que una tenencia obtenida lícitamente culmine en un proceso de adopción plena siempre que ello se de en consonancia con el interés superior del niño. La solución planteada implica que cada situación particular sea analizada caso a caso por el Poder Judicial, que se valdrá del asesoramiento de equipos técnicos de INAU y/o del Poder Judicial a estos efectos. De modo que contará con todos los elementos que le permitan evaluar el origen de la tenencia, su licitud, y bregar porque se garantice el derecho a la identidad de este NNA para que pueda acceder a su historia de vida, entre otras cosas, mediante la orden judicial de inscripción de la sentencia que acoja la pretensión de Separación Definitiva y Adopción Plena en el Registro General de Adopciones (artículo 159 del CNA).
2- Artículo 142 CNA: la modificación introducida a este artículo posibilita la acumulación de pretensiones de separación definitiva y adopción plena, solución que sin restringir garantías procesales agiliza el proceso por el cual un niño es integrado definitivamente a una familia adoptiva desde el punto de vista jurídico, pudiendo en un solo proceso acumular dos, tomándose en cuenta que en el segundo se reiteraban instancias y hasta la misma prueba del primero, lo que implica un ahorro de tiempo sustancial en beneficio del niño que podrá acceder en forma más pronta a su adopción, ahorrando tiempo y gastos.
3- Artículo 158 del CNA: por la modificación de este artículo se redujeron los plazos de valoración de la familias postulantes a la adopción, la que no podrá acceder de un plazo de 18 meses, modificación que permite dar mayor certeza a los aspirantes a adoptar en relación a los tiempos involucrados en el proceso de evaluación.

Esto redunda en un beneficio para los NNA ya que al incorporar al Registro Único de Adoptantes una mayor cantidad de interesados, se habilita una mayor diversidad de perfiles que den más oportunidades de adopción a los NNA que se encuentran con condición de adoptabilidad. Se incluye como excepción al estricto orden cronológico la edad de 6 años por estos presentar mayor dificultad para ser adoptados, asimilándose a los casos de niños con discapacidades intelectuales o motrices.
Como forma de seguir avanzando hacia la erradicación del trabajo infantil el actual Directorio de INAU tiene entre sus principales objetivos y líneas estratégicas fortalecer el trabajo de la Inspección del Trabajo Infantil y Adolescente de INAU. Durante el año 2019 se recibieron 15 denuncias de trabajo infantil y 20 por trabajo adolescente. En ese período se otorgaron 1061 permisos de trabajo en Montevideo y 932 en el interior del país. Se realizaron un total de 2350 inspecciones.
INAU tiene un programa para acompañamiento voluntario una vez que el adolescente y jóvenes finalizan la medida judicial. En Montevideo es a través de este equipo de la Organización Civil especializada, en los demás departamentos por equipos de las Direcciones Departamentales, Centros de Estudio y Derivación. A su vez desde el departamento de trabajo infantil de INAU, se está trabajando en CTI, en conjunto con el Ministerio de Trabajo en inspecciones, si detectan algún caso se informa a inspección laboral de INAU.

En materia de situación de NNA en situación de mayor vulnerabilidad, el MIDES a través del Departamento de Coordinación de Programas para Personas en Situación de Calle, estructura la atención a personas en esta situación a través de los siguientes programas: Programa Calle, el Programa Cuidados, el Programa Mujeres con NNA a cargo y el Dispositivo de Captación y Derivación. Es importante puntualizar que en la actualidad no hay niños no acompañados viviendo en la calle. 

El Comité Nacional para la Erradicación del Trabajo Infantil y la Protección del Adolescente Trabajador (CETI) es el ámbito en donde se realiza el análisis de esta problemática y en el diseño y propuesta de acciones para la prevención y erradicación del trabajo infantil. 

Por otro lado, y en el marco de las competencias dispuestas por el decreto N° 680/977
, la IGTSS realizó durante todo el año 2020, y en el transcurso del 2021, inspecciones en empresas de plaza, ante denuncias realizadas, a fin de controlar las condiciones de trabajo del trabajo adolescente protegido, y constatar situaciones de trabajo infantil o adolescente no protegido. 

La IGTSS integra y preside el CETI, que posee integración cuatripartita, compuesto por representantes de organismos gubernamentales, trabajadores, empleadores y sociedad civil. Elaboró un Plan de Trabajo para el año 2021, con el objetivo, entre otros, de concientizar a la población en general mediante difusión en los medios sobre la importancia de su erradicación,  capacitar a quienes pudieran tener contacto con tales situaciones, crear mesas bipartitas en las fronteras con el fin de intercambiar información sobre eventuales casos de trabajo infantil, y continuar colaborando con el INAU a los efectos de realizar inspecciones.
Con respecto al matrimonio infantil, es preciso resaltar que con la promulgación de la ley Nº 19.075
 en mayo de 2013, Uruguay elevó los mínimos vigentes a ese momento de 12 años de edad para las niñas y 14 años de edad para los varones, a 16 años sin distinción de sexo. 

En este sentido, en el año 2016 se presentó en el Senado un proyecto de ley por el que se sustituía el numeral 1º del artículo 91 del Código Civil, por el que se establecía como impedimento del matrimonio "ser cualquiera de los contrayentes menor de dieciocho años de edad. Sólo podrá relevar del impedimento de la edad el juez competente, por razones fundadas, cuando quien pretende contraer matrimonio tenga 16 años cumplidos".

26. Recomendación 118.195
Recomendación implementada.

Se destaca que la última declaración de guerra de la República Oriental del Uruguay se produjo en 1945, durante la Segunda Guerra Mundial, sin llegar a participar de las hostilidades mediante el envío de efectivos. Dentro del territorio nacional del Estado uruguayo no se han producido conflictos armados, ni tampoco el Estado ha participado en enfrentamientos a nivel internacional. Por otra parte, no existen en nuestro país grupos armados operando o refugiados. Nuestras Fuerzas Armadas participan en misiones de mantenimiento de la paz en el ámbito de las Naciones Unidas, a las cuales no se envía personal con menos de 18 años de edad.
Es importante resaltar que al momento de depositar el instrumento de ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, Uruguay declaró que “…con respecto a lo dispuesto por el Artículo 38, párrafos 2 y 3 que – acorde con el ordenamiento jurídico uruguayo – hubiera sido deseable se establecieran los dieciocho años como edad límite para la no participación directa en las hostilidades, en caso de conflicto armado, en lugar de los quince años fijados en la convención. Por lo demás el Gobierno del Uruguay declara que en ejercicio de su voluntad soberana, no permitirá que personas sometidas a su jurisdicción, menores de dieciocho años, participen directamente en hostilidades y que no reclutará en ninguna circunstancia a personas menores de dieciocho años”. Esta postura se ve reflejada con la sanción del CNA, que establece que los niños y adolescentes no pueden formar parte de las hostilidades en conflictos armados ni recibir preparación para ello.
27. Recomendación 118.219

Se implementará de conformidad con el artículo 12 de la Convención de Derechos de Personas con Discapacidad
.
28. Recomendaciones 118.220 a 118.224
En implementación.

En materia del voto de los ciudadanos uruguayos que residen en el exterior del país, continúa vigente lo informado en 3º EPU, sin perjuicio de lo cual las autoridades nacionales se encuentran analizando retomar la iniciativa que permita a los uruguayos residentes fuera del país, ejercer el derecho al voto a distancia.

29. Recomendaciones 118.225 a 118.226
Implementada.
En su artículo 1, la ley N° 18.250 sobre Migración establece que “El Estado uruguayo reconoce como derecho inalienable de las personas migrantes y sus familiares sin perjuicio de su situación migratoria, el derecho a la migración, el derecho a la reunificación familiar, al debido proceso y acceso a la justicia, así como a la igualdad de derechos con los nacionales, sin distinción alguna por motivos de sexo, raza, color, idioma, religión o convicción, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, nacionalidad, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, nacimiento o cualquier otra condición”.
� Agrupación de personas que comparten la cultura, costumbres y lengua indígena, viviendo en Comunidad en un determinado territorio del país.





� Creado por Resolución Ministerial del 23 de marzo de 1999 con la finalidad de asesoramiento en relación con los organismos e instancias internacionales y regionales vinculados con el MTSS. Participan representantes del gobierno, de los empleados y de los empleadores.
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� Ley N° 15.848: � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/15848-1986/1" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/15848-1986/1� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3253268.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3253268.htm� 


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19550-2017/2" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19550-2017/2� 


� https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19355-2015


� Artículos 160 y 160.1 del Código de la Niñez y la Adolescencia.


� Creada por Decreto Nº 304/015: � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/decretos/304-2015#:~:text=(Integraci%C3%B3n).-,La%20Mesa%20Interinstitucional%20para%20la%20Prevenci%C3%B3n%20y%20Combate%20de%20la,Ministerio%20de%20Relaciones%20Exteriores%204)" �https://www.impo.com.uy/bases/decretos/304-2015#:~:text=(Integraci%C3%B3n).-,La%20Mesa%20Interinstitucional%20para%20la%20Prevenci%C3%B3n%20y%20Combate%20de%20la,Ministerio%20de%20Relaciones%20Exteriores%204)� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3720341.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3720341.htm� 


� Redactado por la Mesa Interinstitucional para la Prevención y Combate a la Trata de Personas – Decreto Nº 304/015.


� Ley Nº 19.643: � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9440287117752.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9440287117752.htm� 


� http://www.impo.com.uy/bases/leyes/19643-2018


� https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp2090718.htm#:~:text=%2D%20La%20presente%20ley%20tiene%20por,perspectiva%20de%20los%20derechos%20fundamentales.


� https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3616304025127.htm


� � HYPERLINK "https://www.gub.uy/ministerio-trabajo-seguridad-social/politicas-y-gestion/programas/programa-yo-estudio-trabajo"��https://www.gub.uy/ministerio-trabajo-seguridad-social/politicas-y-gestion/programas/programa-yo-estudio-trabajo�


� � HYPERLINK "http://guiaderecursos.mides.gub.uy/67321/registro-para-empresas-inclusivas"��http://guiaderecursos.mides.gub.uy/67321/registro-para-empresas-inclusivas�


� https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19689-2018


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18651-2010" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18651-2010� 


� Por los dispuesto en el artículo 4 de la ley N° 18.446: https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18446-2008/75


� � HYPERLINK "https://www.gub.uy/tramites/consulta-denuncia-institucion-nacional-derechos-humanos-defensoria-pueblo"��https://www.gub.uy/tramites/consulta-denuncia-institucion-nacional-derechos-humanos-defensoria-pueblo�


� � HYPERLINK "https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/politicas-y-gestion/comision-para-continuidad-educativa-socio-profesional-para-discapacidad"��https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/politicas-y-gestion/comision-para-continuidad-educativa-socio-profesional-para-discapacidad�


� https://www.impo.com.uy/bases/decretos/72-2017


� https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3484981681259.htm


� � HYPERLINK "https://cienciassociales.edu.uy/noticias/conversatorio-sobre-salud-mental-y-perspectiva-de-genero-en-uruguay/"��https://cienciassociales.edu.uy/noticias/conversatorio-sobre-salud-mental-y-perspectiva-de-genero-en-uruguay/�


� Publicado en página web � HYPERLINK "http://www.cess.gub.uy" �www.cess.gub.uy� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp154094.htm#:~:text=Dictar%20normas%20para%20la%20atenci%C3%B3n,esta%20etapa%20del%20ciclo%20vital" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp154094.htm#:~:text=Dictar%20normas%20para%20la%20atenci%C3%B3n,esta%20etapa%20del%20ciclo%20vital� 


� Ley N° 18.437: � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18437-2008#:~:text=%2D%20Decl%C3%A1rase%20de%20inter%C3%A9s%20general%20la,vida%2C%20facilitando%20la%20continuidad%20educativa" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18437-2008#:~:text=%2D%20Decl%C3%A1rase%20de%20inter%C3%A9s%20general%20la,vida%2C%20facilitando%20la%20continuidad%20educativa�. 


� Creada oficialmente por Resolución Nº 238/2013 del MEC; Decreto N° 76/015.


� Decreto N° 72/017.


� Ley N° 19.262: � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp9767804.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp9767804.htm� 


� https://www.impo.com.uy/bases/decretos/295-2017


� � HYPERLINK "https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/comunicacion/publicaciones/guia-para-ingreso-migrantes-sistema-educativo" \h �https://www.gub.uy/ministerio-educacion-cultura/comunicacion/publicaciones/guia-para-ingreso-migrantes-sistema-educativo�





� https://www.impo.com.uy/bases/decretos/63-2021/27


� ANEXO 3.


� https://visualizador.gobiernoabierto.gub.uy/visualizador/api/repos/:public:datosAbiertos:da_avance_comp.wcdf/generatedContent


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu7286974119531.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu7286974119531.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp7308236.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp7308236.htm� 


� Pensión y asignación familiar especial mensual.


� Menores de 21 años o mayores solteros con discapacidad para todo trabajo.


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19580-2017" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19580-2017� 


� En el  artículo 6 literal C) de la ley Nº 19.580, se menciona la violación dentro del matrimonio, como uno de los tipos de violencia sexual que abarca la ley. No obstante, resulta pertinente destacar que no se necesita un tipo penal expreso, porque dentro del delito de violación no se distingue si es dentro o fuera del matrimonio.


� � HYPERLINK "https://www.ine.gub.uy/c/document_library/get_file?uuid=85e1bfd7-b3e5-4095-abf9-76be055fe3b5&groupId=10181" �https://www.ine.gub.uy/c/document_library/get_file?uuid=85e1bfd7-b3e5-4095-abf9-76be055fe3b5&groupId=10181� 


� Pareja actual, última pareja, parejas anteriores.


� ANEXO 4.


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/decretos/306-2015/2" �https://www.impo.com.uy/bases/decretos/306-2015/2� 


� Artículo 4 de la ley N° 19.747: https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu1253839871547.htm


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp8039580.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp8039580.htm� 


� Armada, Aérea y Ejército.


� Fecha en que fuera declarada la emergencia sanitaria en Uruguay.


� � HYPERLINK "http://www.impo.com.uy/bases/decretos/137-2018" �http://www.impo.com.uy/bases/decretos/137-2018� 


� Período de revisión contemplado en el presente informe: 2019 – 2021.


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3706253938363.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3706253938363.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6329264353958.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6329264353958.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu986491716483.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu986491716483.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3869249710021.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu3869249710021.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp4482519.htm" \l ":~:text=%2D%20Cr%C3%A9ase%20el%20Instituto%20Nacional%20de,dem%C3%A1s%20leyes%20de%20la%20Naci%C3%B3n" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp4482519.htm#:~:text=%2D%20Cr%C3%A9ase%20el%20Instituto%20Nacional%20de,dem%C3%A1s%20leyes%20de%20la%20Naci%C3%B3n�. 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6562184292794.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6562184292794.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu8063288178510.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu8063288178510.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9930679336290.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9930679336290.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9799044449530.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu9799044449530.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6868197438328.htm" \l ":~:text=3)%20En%20caso%20de%20situaciones,que%20no%20causaron%20la%20agresi%C3%B3n" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu6868197438328.htm#:~:text=3)%20En%20caso%20de%20situaciones,que%20no%20causaron%20la%20agresi%C3%B3n�. 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp2956582.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp2956582.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu1688626388638.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu1688626388638.htm� 


� https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19846-2019


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19849-2019" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19849-2019� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu890189898156.htm" \l ":~:text=Decl%C3%A1rase%20vigente%20una%20Feria%20Jurisdiccional,para%20cualquier%20otro%20proceso%20jurisdiccional" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu890189898156.htm#:~:text=Decl%C3%A1rase%20vigente%20una%20Feria%20Jurisdiccional,para%20cualquier%20otro%20proceso%20jurisdiccional�. 


� Ley N° 19.293 � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp862211.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp862211.htm� 


� � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu5574965326051.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/docu5574965326051.htm� 


� Ley N° 19.315: � HYPERLINK "https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3870591.htm" �https://legislativo.parlamento.gub.uy/temporales/leytemp3870591.htm� 


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18227-2007#:~:text=Quienes%20al%2031%20de%20diciembre,condiciones%20establecidas%20para%20las%20personas" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/18227-2007#:~:text=Quienes%20al%2031%20de%20diciembre,condiciones%20establecidas%20para%20las%20personas� 


� A modo de ejemplo: arreglos vinculadas a la vivienda o mobiliario;  pago de algunos meses de alquiler; capacitación laboral en instituciones privadas; materiales vinculados a la formación educativa; compra de herramientas de trabajo, entre otros.


� ANEXO 5.


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/decretos/680-1977/1" �https://www.impo.com.uy/bases/decretos/680-1977/1� 


� � HYPERLINK "https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19075-2013" �https://www.impo.com.uy/bases/leyes/19075-2013� 


� https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf
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